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 DERECHO DE PETICIÓN / DEBER DE DAR RESPUESTA OPORTUNA, CLARA, COMPLETA, DE FONDO Y CONGRUENTE. “[C]ontrario a lo expuesto por quien contestó la acción constitucional, que la petición elevada por el señor ÓSCAR ENRIQUE PEÑA FRANCO, sí se arrimó a esa cartera Ministerial hace algo más de un año y a la fecha no se le ha dado respuesta.  Y no obstante que por esta misma Sala se obtuvo contacto telefónico con funcionaria del Grupo de Atención a Procesos Judiciales, donde se le hizo saber la situación advertida para que realizaran las verificaciones pertinentes, a la hora de ahora ninguna otra comunicación ha sido enviada a esta Corporación y mucho menos se tiene conocimiento que se le haya dado contestación alguna al accionante. En ese orden de ideas y como quiera que efectivamente se observa como quebrantado el derecho fundamental de petición del señor ÓSCAR ENRIQUE PEÑA FRANCO, en tanto el término con el que se contaba para ello se ha desbordado de manera exagerada, sin que exista razón alguna para tal omisión, se procederá a su amparo, y en consecuencia se ordenará al señor Ministro de Agricultura que dentro de las 48 horas siguientes a la notificación de esta providencia, de no haberlo hecho ya, dé al actor respuesta clara, congruente y de fondo a la solicitud efectuada ante esa dependencia en abril 28 de 2016 y recibida en mayo 2 de esa misma anualidad.”.
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                                                Hora:2:00 p.m.
1.- VISTOS

Procede la Sala a decidir la acción de tutela instaurada por el señor ÓSCAR ENRIQUE PEÑA FRANCO en contra del Ministerio de Agricultura, al considerar vulnerado su derecho fundamental de petición.     

2.- SOLICITUD 

Expresa el señor ÓSCAR ENRIQUE PEÑA FRANCO que a raíz de que su padre MARCO TULIO PEÑA fue socio de la Asociación de Pequeños Productores de Café de Quinchía -APECAFEQ- se benefició de la suma de $3.610.923.oo para invertir en fertilizantes y maquinaria, dinero que debía ser devuelto para ser reinvertido, por lo cual se le hizo firmar un pagaré respaldado por un codeudor, pero a raíz de la muerte de su progenitor en septiembre 21 de 2014, la Asociación empezó a cobrar dicho dinero al codeudor, y al solicitar información en relación con el estado de la obligación se le indicó que no tenían facultad para condonar la deuda, al ser competencia del Ministerio de Agricultura, entidad a la cual le envió derecho de petición para la cancelación de la obligación de su señor padre, sin recibir respuesta alguna.

Pide por lo tanto se proteja su derecho fundamental de petición y se ordene al Ministerio de Agricultura responda la solicitud realizada en abril 29 de 2016.

3.- contradictorio
La Sala admitió la tutela y dispuso correr traslado de la misma al Ministerio de Agricultura, la cual fue respondida por el Coordinador del Grupo de Atención de Procesos Judiciales, donde indica que no existe vulneración de derecho fundamental alguno, toda vez que el actor no ha elevado solicitud alguna a dicha cartera, pues aunque aporta una copia de lo pedido y factura de correo certificado, ello no prueba que la misma haya sido radicada, por lo que la entidad nunca estuvo enterada de su reclamo y por ende no se le dio una respuesta clara, de fondo y oportuna.  Agrega que el Grupo de Gestión Documental informó que no existe petición del actor y que dicha factura gozaría de validez si existiera un sello de recibido con hora, fecha y nombre de quien lo hizo.

Aduce igualmente, que lo primero que tendría que probar el despacho es  la entrega o no por parte de la empresa de correos de la solicitud del actor, de lo cual no se arrimó constancia alguna en la tutela, pues de dicha manera se concluye o no la real afectación del derecho de petición y si en efecto éste fue vulnerado por dicho Ministerio. Pide en consecuencia, se niegue por improcedente la acción constitucional.
4.- PRUEBAS

Se tuvieron en cuenta los documentos aportados por cada una de las partes, así mismo el comprobante de entrega de correspondencia, que se obtuvo por esta Sala al ingresar a la página web de la empresa Envía Colvanes S.A.S. 

5.- Para resolver, SE CONSIDERA

El Tribunal es competente para fallar el presente asunto de conformidad con la facultad consagrada en la Constitución Política en su artículo 86 y en los Decretos 2591/91 y 306/92.

5.1.- Problema planteado 

Le corresponde establecer a esta Sala de Decisión si ha existido en este evento violación al derecho fundamental de petición del solicitante; en caso afirmativo, cuál es la actuación que deben realizar las entidades involucradas, a efectos de cesar dicha vulneración.
5.2.- Solución

De acuerdo con el artículo 86 de la Constitución Política, toda persona podrá acudir a la tutela para reclamar la protección a sus derechos constitucionales fundamentales, y procederá contra toda acción u omisión de la autoridades públicas, o particulares según se trate, siempre que “el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable”.

En el presente caso la pretensión del señor ÓSCAR ENRIQUE PEÑA FRANCO, está encaminada a que por parte del Ministerio de Agricultura se le dé respuesta a la petición que les envío en abril 29 de 2016, por medio de la cual les pide la condonación de la deuda que su señor padre MARCO TULIO PEÑA GRANADA adquirió con APECAFEQ, con cargo al programa Alianzas Productivas.
Como lo ha predicado la Corte Constitucional
 cuando se trata de proteger el derecho de petición, el ordenamiento jurídico colombiano no tiene previsto un mecanismo de defensa judicial idóneo ni eficaz diferente de la acción de tutela, de modo que quien resulte afectado por la vulneración a este derecho fundamental no dispone de ningún mecanismo ordinario de naturaleza judicial que le permita efectivizar el mismo.

El derecho de petición brinda la posibilidad de acudir a las autoridades públicas en interés particular, para obtener una respuesta dentro del término legalmente establecido. Esa garantía se puede calificar como satisfecha o respetada cuando esa autoridad o persona que atiende el servicio público, a quien se dirige la solicitud, tramita y resuelve oportunamente sobre ella, independientemente de que la contestación sea negativa o positiva respecto del interés planteado, aunque se exige que el asunto propuesto debe ser adecuadamente abordado en la decisión así producida. 

La Corte Constitucional ha trazado lineamientos generales en lo que hace con el derecho de petición
, e igualmente la Ley 1755 de junio 30 de 2015, en su artículo 13 dispone: “Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades, en los términos señalados en este Código, por motivos de interés general o particular, y a obtener pronta resolución completa y de fondo sobre la misma”. Igualmente, el canon 14 de la referida normativa y en relación con el plazo para dar respuesta a las peticiones, expresa: “Salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince (15) días siguientes a su recepción […]”
En el sub lite lo que se percibe en relación con la petición signada abril 28 de 2016, es que en efecto le asiste razón al accionante al instaurar la tutela, porque no obstante que se envió la misma al día siguiente por correo certificado, por intermedio de la empresa ENVIA COLVANES S.A.S.
, transcurrido un año de ello no se le ha dado respuesta alguna de dicha petición.

Ahora bien, aunque el Coordinador del Grupo de Atención de Procesos Judiciales del Ministerio de Agricultura, indicó que dicha entidad no ha recibido el escrito aludido por el actor, por lo cual no se observa vulneración al derecho de petición, en tanto no aparece registrada su solicitud en el Grupo de Gestión Documental y de la información suministrada por el actor no se extrae que la misma haya sido radicada, al respecto y contrario a esa argumentación, debe decirse que en efecto el escrito del señor ÓSCAR ENRIQUE PEÑA sí fue recibido en esas dependencias, pero la misma al parecer no fue debidamente registrado o no se hizo la búsqueda pertinente para establecer tal situación, como se desprende de la constancia suscrita por el Grupo de Gestión Documental y Biblioteca de esa Cartera.

Al revisar la factura de envío de la documentación aportada por el accionante, se aprecia que al parecer dicha fotocopia está incompleta, esto es, no incluyó la totalidad del número de guía, en tanto el único que se observa es el 07100068854, con el cual ninguna información reporta la empresa de correos, y por ende con miras a corroborar tal circunstancia se procedió por esta Sala a ingresar un dígito adicional al final del antes aludido y fue así que al anotarse el número 071000688543 se encontró que en efecto en abril 29 de 2016 se recolectó dicho sobre
, el cual fue entregado en el Ministerio de Agricultura en mayo 2 de 2016
, en cuya constancia se aprecia el sello de dicha cartera, más concretamente del Grupo de Gestión Documental, aunque ninguna firma lo acompaña.
Lo anterior nos permite pregonar, contrario a lo expuesto por quien contestó la acción constitucional, que la petición elevada por el señor ÓSCAR ENRIQUE PEÑA FRANCO, sí se arrimó a esa cartera Ministerial hace algo más de un año y a la fecha no se le ha dado respuesta.  Y no obstante que por esta misma Sala se obtuvo contacto telefónico con funcionaria del Grupo de Atención a Procesos Judiciales, donde se le hizo saber la situación advertida
 para que realizaran las verificaciones pertinentes, a la hora de ahora ninguna otra comunicación ha sido enviada a esta Corporación y mucho menos se tiene conocimiento que se le haya dado contestación alguna al accionante.

En ese orden de ideas y como quiera que efectivamente se observa como quebrantado el derecho fundamental de petición del señor ÓSCAR ENRIQUE PEÑA FRANCO, en tanto el término con el que se contaba para ello se ha desbordado de manera exagerada, sin que exista razón alguna para tal omisión, se procederá a su amparo, y en consecuencia se ordenará al señor Ministro de Agricultura que dentro de las 48 horas siguientes a la notificación de esta providencia, de no haberlo hecho ya, dé al actor respuesta clara, congruente y de fondo a la solicitud efectuada ante esa dependencia en abril 28 de 2016 y recibida en mayo 2 de esa misma anualidad.

6.- DECISIÓN 
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  

FALLA
PRIMERO: SE TUTELA el derecho de petición vulnerado al señor ÓSCAR ENRIQUE PEÑA FRANCO por parte del Ministerio de Agricultura.

SEGUNDO: SE ORDENA al señor Ministro de Agricultura que  dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de esta providencia, dé respuesta clara, congruente y de fondo a la petición que elevó el actor en abril 28 de 2016, a la cual se hizo alusión en la parte motiva de este fallo.

TERCERO: Si el fallo no fuere impugnado remítase el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
        JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

El Secretario de la Sala,
WILSON FREDY LÓPEZ
� http://www.enviacolvanes.com.co/Contenido.aspx?rastreo=071000688543


� Sentencia T-149/13.


� En la sentencia T-043/09 se señaló: “Esta corporación ha sostenido que el derecho de petición se materializa cuando la autoridad requerida, o el particular en los eventos en que procede, emite respuesta a lo pedido, i) respetando el término previsto para tal efecto; ii) de fondo, esto es, que resuelva la cuestión, sea de manera favorable o desfavorablemente a los intereses del peticionario; iii) en forma congruente frente a la petición elevada; y, iv) comunicándole al solicitante. Entonces, si emitida la contestación por el ente requerido, falla alguno de los tres presupuestos finales, se entenderá que la petición no ha sido atendida, conculcándose el derecho fundamental […]”. –negrilla de la Sala-


� Ver folio 7.


� Ver folio 29 vto.


� Ver folio 29.


� Ver folio 28.
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